	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado-Ponente: FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ

Mediante oficio n° J-250 de fecha 19 de julio de 2004, recibido el 2 de agosto de 2004 por esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, remitió solicitud de amparo constitucional interpuesta por los abogados Clemencia Acero Velasco y Mauro Rangel Oviol, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los nros 42.263 y 56.499, respectivamente, actuando como apoderados judiciales de la ciudadana YANELI COROMOTO ALBARRAN MORENO, venezolana, mayor de edad, titular de la cédula de identidad n° 15.825.400, contra la sentencia dictada el 16 de enero de 2004, por el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo. 

En esa misma oportunidad se dio cuenta en Sala de la referida acción de amparo constitucional, y se designó ponente al Magistrado doctor José Manuel Delgado Ocando. Posteriormente asume la ponencia la Magistrada doctora Carmen Zuleta de Merchán. Acordada la jubilación del titular de este Despacho, y en virtud de su nombramiento por la Asamblea Nacional el 13 de diciembre de 2004, asume la ponencia el Magistrado doctor FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ, y con tal carácter la suscribe.

Habiendo sido admitida por esta Sala Constitucional, la presente acción de amparo, mediante auto del 5 de abril de 2005, se constituyó, previa convocatoria, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en el Salón de Audiencias, el 14 de abril de 2005, a los fines de que tuviera lugar la audiencia oral y pública prevista en el artículo 26 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. Se dio apertura al acto y se dejó constancia de la comparecencia del abogado Mauro Angel Oviol, apoderado judicial de la accionante, y de la representación del Ministerio Público. Asimismo, se dejó constancia de la incomparecencia del ciudadano Juez del Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, así como de la representación judicial de Representaciones Angeli, tercero interviniente. Se le concedió el derecho de palabra al abogado Mauro Rangel Oviol, quien expuso sus alegatos con relación a la acción de amparo interpuesta y, finalmente, se le concedió igual derecho a la representante del Ministerio Público, quien expuso sus alegatos, procediendo de seguidas a consignar escrito contentivo de su opinión, el cual fue agregado al expediente.

Cumplida la tramitación legal del expediente, pasa la Sala a dictar sentencia previas las siguientes consideraciones:

I

ANTECEDENTES DEL CASO


El 25 de marzo de 2003, el Juzgado Primero de los Municipios Valera, Motatán, San Rafael de Carvajal y Escuque de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo declaró sin lugar la demanda que por diferencia de prestaciones sociales tiene incoada la ciudadana Yaneli Coromoto Albarrán Moreno, contra la sociedad mercantil Representaciones Angeli. 

El 28 de marzo de 2003, los apoderados judiciales de la demandante interpusieron recurso ordinario de apelación contra la decisión dictada el 25 de marzo de 2004, por el Juzgado de la causa y, el 28 de abril de ese mismo año, el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Trabajo, Tránsito, Agrario y Estabilidad Laboral de la misma Circunscripción Judicial, dio entrada al expediente contentivo de la referida demanda.

El 25 de septiembre de 2003, el Juzgado de Primera Instancia de Transición de Juicio de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, se abocó al conocimiento de la causa, en virtud de que la misma se encontraba suspendida debido a la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, ordenando en consecuencia la notificación de las partes, y una vez constara en el expediente la última de ellas, se reanudaría la causa dentro de los diez (10) días calendarios siguientes, más un (1) día como término de distancia.

El 31 de octubre de 2003, el Juzgado de Primera Instancia de Transición de Juicio de la citada Circunscripción Judicial se declaró incompetente para seguir conociendo de la causa, ordenando remitir el expediente al Juzgado Superior del Trabajo de igual Circunscripción Judicial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 198 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

El 16 de enero de 2004, una vez asumida la competencia, el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, declaró desistido el recurso de apelación interpuesto por la demandante contra la sentencia dictada el 25 de marzo de 2003, por el Juzgado Primero de los Municipios Valera, Motatán, San Rafael de Carvajal y Escuque de la misma Circunscripción Judicial, por su incomparecencia a la audiencia celebrada el 15 de enero de 2004.

El 15 de julio de 2004, la representación judicial de la demandante interpuso, por ante la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Coordinación del Trabajo de la mencionada Circunscripción Judicial, acción de amparo constitucional contra la sentencia dictada el 16 de enero de 2004, por el Juzgado Superior del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial. 

El 19 de julio de 2004, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de igual Circunscripción Judicial, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, y por cuanto la acción de amparo se intenta contra la decisión dictada por un Tribunal Superior, mediante oficio n° J-250 de esa misma fecha, acordó la remisión del expediente a esta Sala, recibido el 2 de agosto de 2004.

II

DE LA PRETENSIÓN DE AMPARO

Exponen los apoderados judiciales de la ciudadana Yaneli Coromoto Albarrán Moreno, como fundamento de la acción de amparo, los siguientes hechos: 

Que, el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, violentó a su representada sus derechos constitucionales a un debido proceso y a la defensa, consagrados en el artículo 49.1 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, toda vez que no fue notificada de la reanudación del proceso iniciado contra Representaciones Angeli, por cobro de prestaciones sociales, proceso que se encontraba suspendido motivado a la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Que, su representada no pudo presentarse a la audiencia fijada por el Superior con motivo del recurso de apelación interpuesto contra la decisión dictada el 25 de marzo de 2003, por el Juzgado Primero de los Municipios Valera, Motatán, San Rafael de Carvajal y Escuque de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, que declaró sin lugar la pretensión de la actora, lo que trajo como consecuencia que declarara desistido dicho recurso, razón por la que solicitan sea anulada la decisión publicada el 16 de enero de 2004, por el Juzgado Superior y, se reponga la causa al estado de que se celebre nuevamente la audiencia oral en el proceso iniciado por la hoy accionante contra Representaciones Angeli. 
III

OPINIÓN DEL MINISTERIO PUBLICO 

Expuso la representación del Ministerio Público, en la oportunidad fijada para que tuviera lugar la audiencia oral y pública en la presente acción de amparo constitucional, lo siguiente: 

Que, el Juzgado Superior para el Régimen Procesal del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, debió, por auto separado, pronunciarse sobre la competencia declinada en él, por el Juzgado de Primera Instancia de Transición de Juicio del Trabajo de la mencionada Circunscripción Judicial y, abocarse al conocimiento de la causa con la debida notificación de las partes, habida cuenta que la misma se encontraba paralizada, con ocasión a la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

Que, si bien es cierto que el Juzgado de Transición de Juicio, en fecha 25 de septiembre de 2003, efectuó su abocamiento y declaró la reanudación del proceso, ordenando la notificación de las partes; no es menos cierto, que tales actuaciones fueron declaradas nulas por solicitud que formulara a aquél, el propio tribunal de alzada, de manera que se tienen como si nunca hubiesen ocurrido.

Que, era obligatorio para el juez de la recurrida, reconstituir las partes a derecho para que las mismas pudieran tener conocimiento sobre la audiencia fijada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 163 y 164 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, por lo que en su criterio, al no efectuarse las notificaciones correspondientes, el Superior le causó un perjuicio al hoy accionante en amparo, en virtud de la declaratoria del desistimiento del recurso de apelación, razón por la cual considera que la pretendida acción de amparo debe declararse con lugar.

IV

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

Con base a las actuaciones que cursan en autos, así como de las exposiciones del apoderado judicial de la ciudadana Yaneli Coromoto Albarrán Moreno, parte accionante, y del Ministerio Público, la Sala observa: 

Señala el accionante, que la omisión en que incurrió el Juzgado Superior al no ordenar las respectivas notificaciones de las partes, encontrándose la causa paralizada, le negó la posibilidad de asistir a la audiencia oral prevista y, por ende la oportunidad procesal de interponer el recurso de casación contra la decisión dictada por la alzada, o bien, ejercer el recurso de control de la legalidad, previsto en el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, razón por la cual interpuso acción de amparo constitucional contra la decisión citada.

Igualmente aprecia la Sala, que por cuanto la causa se encontraba paralizada, el 25 de septiembre de 2003, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, se abocó al conocimiento de la causa, ordenó notificar a la parte demandada y, acordó la reanudación del proceso judicial, a cuyos efectos fijó el término de diez (10) días calendarios siguientes, más un (1) día como término de distancia, vencido el cual se reanudaría la causa en el mismo estado en que se encontraba para el momento de su paralización. 

No obstante, dichas actuaciones fueron anuladas por el juzgado de la causa, mediante auto del 17 de diciembre de 2003, a solicitud que le formulara el Juzgado Superior del Trabajo de la mencionada Circunscripción Judicial, pues pudo éste constatar que los autos dictados por el a quo no fueron revocados por el mismo, al declararse incompetente para seguir conociendo del proceso.

En tal sentido, observa la Sala que luego de asumir la competencia para conocer de dicha causa, en fecha 9 de enero de 2004, el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, fijó la oportunidad para celebrar la audiencia oral, prevista en el artículo 163 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, sin que constara en autos el abocamiento respectivo, ni la notificación de las partes, ni mucho menos se haya concedido el lapso previsto en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, lo que constituye, prima facie, una trasgresión del derecho constitucional al debido proceso y a la defensa susceptible de tutela mediante amparo, por la trasgresión que supone a los derechos a la defensa y al debido proceso.

Así, el artículo 14 del Código de Procedimiento Civil, establece: 

“El Juez es el director del proceso y debe impulsarlo de oficio hasta su conclusión a menos que la causa esté en suspenso por algún motivo legal. Cuando esté paralizada, el juez debe fijar un término para su reanudación que no podrá ser menor de diez días después de notificadas las partes o sus apoderados”. (resaltado de la Sala)

Al respecto, ha señalado la Sala en sentencia n° 2354 de fecha 5 de octubre de 2004 (Caso: Pedro Alejandro García en amparo), la obligatoriedad de notificar a las partes cuando un proceso se encuentra paralizado y se aboque un nuevo juez a su conocimiento, como en efecto ha ocurrido en el sub iudice y, la fijación de un lapso para la reanudación de la causa, vencido el cual, las partes tendrán tres (3) días de despacho para la recusación. 

En efecto, la necesidad de notificar a las partes, a los fines de reanudar la causa que se encuentre paralizada, está estrechamente ligada con la garantía del derecho a la defensa y al debido proceso, consagrados en nuestra Carta Fundamental, ya que tiene por objeto informar a éstas, que a partir de la práctica de la misma y vencido el lapso establecido en el artículo 14 del Código Adjetivo Civil, comenzarán a transcurrir los lapsos previstos por el legislador para el ejercicio de sus derechos, lo que resulta de inexcusable cumplimiento por parte del juez.

En el caso bajo estudio, no consta que la accionante haya realizado actuación alguna que configure su notificación, presunta o tácita; por lo contrario, si se verifica una absoluta falta de abocamiento de la causa por parte del Juzgado Superior, así como la respectiva notificación de las partes a objeto de reanudar la causa, que conllevó a que la alzada declarara desistido el recurso de apelación ejercido por la accionante, sanción prevista en el artículo 164 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Siendo ello así, esta Sala, a los fines de garantizar la uniformidad de la interpretación de las normas y principios constitucionales, anula la sentencia dictada el 16 de enero de 2004, por el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, que declaró desistido el recurso ordinario de apelación ejercido por la accionante contra la sentencia del 25 de marzo de 2003, dictada por el Juzgado Primero de los Municipios Valera, Motatán, San Rafael de Carvajal y Escuque de la misma Circunscripción Judicial y, en consecuencia, ordena la reposición de la causa al estado en que se fije nueva oportunidad para celebrar la audiencia oral prevista por el legislador para el procedimiento en segunda instancia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 163 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

V

DECISIÓN

Por las razones que anteceden, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, ANULA la sentencia dictada el 16 de enero de 2004, por el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, por ser violatoria de derechos y garantías constitucionales. En consecuencia, ORDENA remitir el expediente al Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, para que fije nueva oportunidad a los fines de celebrar la audiencia oral prevista en el artículo 163 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Publíquese, regístrese y archívese el expediente. Cúmplase lo ordenado. 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 05 días del mes de mayo dos mil cinco. Años: 195º de la Independencia y 146º de la Federación.

La Presidenta,

LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

                               El Vicepresidente,

JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

Los Magistrados,

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ  

                                                                                        LUIS VELÁZQUEZ ALVARAY

FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ       

                            Ponente

                                                                          MARCOS TULIO DUGARTE PADRÓN 

ARCADIO DE JESÚS DELGADO ROSALES

El Secretario,

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO
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